Poder Judicial de la Nación

CAUSA N° 527/2010

C.M.E C/ GOOGLE INC. 
JUZG. N° 6


S/ MEDIDAS CAUTELARES. 
SECR. N° 11
Buenos Aires,
 21
de marzo de 2012.-

                        VISTO: el recurso de apelación deducido por la actora a fs. 107, contra la resolución de fs. 105/105 vta.; el que fuera fundado a fs. 109/111; y

                        CONSIDERANDO: 

                        I.- La señora M.E.C. solicita el dictado de una medida cautelar innovativa con carácter urgente, en contra de Google Inc., para que se ordene eliminar y bloquear a los sitios que aparecen en el buscador “www.google.com.ar”, en primer término www.cij.gov.ar (ver fs. 58) con publicaciones en donde se informa el monto percibido por aquélla, producto de un litigio laboral cada vez que un usuario ingresa su nombre. 

                        Sostiene, principalmente, que en el sitio web de referencia ingresando su nombre se informa una suma de dinero que percibió a raíz de un pleito judicial que llevó adelante contra la firma “EL CRONISTA COMERCIAL SA” sobre despido, lo cual le provoca un estado de indefensión ante los hechos de inseguridad de público conocimiento. Ello, más, después de haber sufrido el robo de su automotor el 29 de Marzo del 2009 a la vuelta de la casa de su hija, ya que –agrega- se difunde desde hace tiempo en el portal demandado (27.3.2009) que había percibido la suma de pesos doscientos ochenta y seis mil setecientos doce con veinte centavos ($ 286.712,20).
                        II. En el pronunciamiento de fs. 105/105 vta. el señor juez de grado desestimó la petición por estimar que no estaba configurada la verosimilitud en el derecho necesaria para otorgar la medida cautelar innovativa. Para así decidir, el “a quo” sostuvo que lo pretendido por la accionante implicaba el análisis pormenorizado del alcance de la protección del derecho a la información que excede el reducido ámbito cognitivo propio de las medidas cautelares y recordó que la búsqueda de información a través de los servicios de Internet se encuentra comprendida dentro de la garantía constitucional que ampara la libertad de expresión.


III. La pretensora se agravia por estimar que la libertad de expresión no es un derecho absoluto y que la divulgación de la información de carácter íntimo y privado puede causar perjuicios irreparables. En este sentido, sostiene que la información divulgada por el buscador emplazado, donde se informa expresamente el monto percibido, resulta susceptible de ocasionar aquéllos.


IV. Así planteada la cuestión, teniendo en cuenta el alcance de la pretensión articulada en autos, y como bien lo señalara el anterior magistrado, es bueno recordar que las medidas innovativas tienen carácter excepcional en nuestro ordenamiento. Por eso es que justifican una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión, por alterar el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado y configurar un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa (ver C.S.J.N., Fallos: 316:1833; 319:1069, entre otros).
                        Por otro lado, parece claro que si se invoca como fundamento de la medida una lesión a la seguridad de la emplazante a través de medios electrónicos, y se sostiene que “intentó por cualquier medio el bloqueo de los párrafos de descripción que aparecen en la documental que se acompaña” (ver fs. 59, segundo párrafo) -dejando aclarado que la documentación a la que hace referencia se trata de una copia simple del resultado de búsqueda datado el 1.07.2009-, la carga de la prueba sobre aquél extremo recae sobre quien pretende la restricción cautelar, máxime teniendo en cuenta la normativa constitucional que se relaciona con la actividad llevada a cabo por Google Inc. y por quienes resultan responsables del sitio en cuestión (conf. art. 1° de la ley  26.032; esta Sala, in re “Servini de Cubría”, causa n° 7.183/08, del 3.6.09; “Bernstein, Luís Marcelo”, causa n° 4718/09, del 8.6. 10; “Nara, Wanda Solange”, causa n° 8.952/09, del 30.11.10, y las citas efectuadas en ambos precedentes).



V. Por otra parte, con relación a la pretensión encaminada sobre el Centro de Información Judicial –C.I.J.- no puede dejar de ponderarse, en este estado larval del proceso, que el segundo párrafo del artículo 164 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (disposición también aplicable al fuero laboral, conf. art. 155 de la Ley de Procedimiento Laboral Nro. 18.345), establece que: “Las sentencias de cualquier instancia podrán ser dadas a publicidad salvo que, por naturaleza del juicio, razones de decoro aconsejaren su reserva, en cuyo caso así se declarará. Si afectare la intimidad de las partes o de terceros, los nombres de éstos serán eliminados de las copias para publicidad”. Ello establecido, corresponde señalar que la publicidad es característica esencial de la forma republicana de gobierno (art. 1 de la Carta Magna) y consecuentemente, de los actos que éste genere, y el Poder Judicial lo completa con dos excepciones: 1) la prohibición de publicar el fallo por razones de decoro, extremo que debe declararse expresamente, y 2) en caso de que el fallo afectare la intimidad de las partes o de terceros es publicable pero son eliminados los nombres de éstos para su publicidad (en estos casos, generalmente, se indica las iniciales). Pero, conforme el artículo que establece la publicidad de las sentencias, es el órgano judicial del que emana la decisión quien deberá imponer las limitaciones a la publicación. De conformidad con lo expuesto se ha dicho que: “De acuerdo con el art. 164, CPCCN, el órgano judicial del que emana la decisión impondrá limitaciones a su publicación –más o menos extensas- por ‘razones de decoro’ o ‘en resguardo de la intimidad de la parte o de terceros’. Estas son excepciones a la regla republicana de la publicidad de los mencionados pronunciamientos en razón de la importancia de dichos valores. Sólo los jueces pueden limitar la publicidad de las sentencias” (CSJN, del 2/07/1993 del voto de los Dres. Boggiano y Petracchi, DJ 1994-1-131, citado por el Dr. Enrique M. Falcón, Código Procesal Civil y Comercial de la Na-ción: Comentado, concordado y anotado; Tomo II; 2da. edición; Abeledo Perrot; año 2007; pág. 502).


En este orden de ideas cabe ponderar que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación –en su actual composición- dispuso, mediante la Acordada Nro. 17/06, la creación del Centro de Información Judicial y, entre los objetivos de dicho foro, se estableció que debe promover la difusión de las decisiones judiciales con el objeto de permitir a la comunidad una comprensión más acabada del quehacer judicial. 


VI. En la especie, teniendo en cuenta que la información –supuestamente difundida por el buscador demandado- se vincula con un expediente judicial que es de carácter público    –principio de toda actuación judicial y que no se encontraría incluido dentro de las excepciones dispuestas por el artículo 64 del Reglamento para la Justicia Nacional- y el estado cognitivo inicial del proceso, conforme la regla de la sana crítica -que guía toda ponderación jurisdiccional-, no es posible determinar con nitidez y certeza si Google es el sujeto responsable de divulgar la información en cuestión, situación que sólo podrá ser develada una vez producido el debate y sustanciadas las pruebas pertinentes. En el caso de marras, no se evidencia “prima facie” una afectación a los derechos personalísimos de la recurrente.
                        VI. A mayor abundamiento, la parte actora sostiene en su presentación inicial que para realizar la búsqueda en la información que brinda el servicio de Internet de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a través del portal www.pjn.gov.ar es necesario conocer previamente los datos concretos del expediente que se busca (ver fs. 58 vta.), mas ello no resulta ser como lo señala la recurrente. Nótese que la Agencia de Noticias del Poder Judicial de la Nación, a través de su Centro de Informática Judicial, ofrece un buscador de fallos por campos que permite encontrar las sentencias –actos de gobierno cuya característica, conforme señaláramos anteriormente, es su publicidad- dictadas por uno de los poderes del estado por cualquiera de los campos permitidos (jurisdicción; tribunal; expediente; carátula; fecha de sentencia; palabras claves o frases exactas). Consecuentemente, no resultaría necesario contar con los datos de la pretensora, ni del expediente para acceder a la sentencia que diera origen a la pretensión intentada.


VII. Por todo ello, esta Sala considera que no están dadas las condiciones para el dictado de la medida pretendida.


Consecuentemente, esta Sala RESUELVE: confirmar la decisión apelada.
                        El señor Juez de Cámara doctor Alfredo Silverio Gusman no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia (art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional).

                        Regístrese, notifíquese y devuélvase.
RICARDO VÍCTOR GUARINONI   
SANTIAGO BERNARDO KIERNAN

